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El 25 de mayo de 2018 se recibe nueva solicitud telemática de adecuación del expediente 11201734520 por 
cambio en el letrado designado correspondiendo ahora a la letrada, procediendo igualmente a designar nuevo 
procurador, correspondiéndole al siguiente de la lista de turnos civiles y en concreto al procurador D. con 
número de turno de oficio 201809270.

Por último, el 4 de junio de 2018 se vuelve a recibir desde el Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla, nueva solicitud 
de adecuación del expediente 11201734520 con el nuevo letrado, procediendo a designar nuevo procurador, 
correspondiéndole al siguiente de la lista de turnos civiles y en concreto a la procuradora Dª. con número de turno de 
oficio 201809774 siendo la actualmente vigente como última efectuada. Asimismo, tenemos constancia que el pasado 
11 de julio de 2018, el Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla ha vuelto a adecuar el expediente 11201734520 con el nuevo 
letrado, manteniendo en este caso el mismo procurador, en este caso Dª con número de turno de oficio 20189774.

Todas las designaciones se han efectuado por comunicación telemática y de manera inmediata con el Servicio 
de Orientación Jurídica Gratuita del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla como contestación a las solicitudes 
recibidas, siendo el mismo SOJ del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla el que efectúa las comunicaciones al 
solicitante, letrado y Órgano Judicial si lo hubiese, como responsable de la tramitación de los Expedientes de 
Justicia Gratuita y Órgano ante el que se ha efectuado la oportuna solicitud.

En último lugar, tenemos que indicar que el sistema de designación se efectúa por listas en primer lugar según 
el partido judicial donde se ve el asunto y en segundo lugar por la jurisdicción. En caso de incompatibilidad 
del procurador designado, una vez se nos indica tal incompatibilidad, se procede al cambio y comunicación 
inmediata. Si la citada incompatibilidad nos es indicada con carácter previo, se toma en cuenta a la hora de 
efectuar la oportuna designación, la cual en todo caso es un proceso automático”.

Según lo informado, el asunto que nos ocupaba estaba en vías de solución por lo que por nuestra parte procedimos 
a concluir las actuaciones realizadas, dando cuenta a la parte interesada.

Como vemos, y por lo general, nuestras intervenciones han permitido agilizar las respuestas de las Comisiones 
Provinciales de Justicia Gratuita en casos de denegación o retrasos en la asistencia jurídica gratuita solicitada, 
o bien han activado alguna competencia de disciplina profesional que no habrían sido atendidas desde los Colegios 
Profesionales tras la denuncias o peticiones de los interesados. En otros casos, otras quejas que nos han hecho llegar 
los interesados no han podido ser admitidas a trámite por lo diferentes motivos que la Ley reguladora de Defensor 
del Pueblo andaluz señala y que se recogen en la sección correspondiente de este Informe Anual.

1.8.2.4 Prisiones
Queremos comenzar el presente epígrafe haciendo hincapié en la peculiaridad de la materia que nos ocupa, ya que 

nos encontramos con que las personas que solicitan nuestra intervención forman parte de una población reclusa 
que están cumpliendo sus condenas en unos centros penitenciarios que forman parte de la estructura competencial 
de la Administración estatal, pero que a la vez son sujetos de unos derechos que son exigibles también ante la 
Administración autonómica. Es decir, en el ámbito penitenciario concurren acciones y políticas en las que interviene 
la gestión de la Administración General del Estado, a través de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 
(SGIP), y la Junta de Andalucía, responsable del ejercicio de competencias tan sensibles a la actividad diaria de la 
vida en las cárceles y de sus internos como son la sanidad, asistencia social, la educación, etc.

Esta ambivalencia provoca que existan cuestiones de ámbito estatal sobre las que carecemos de competencias 
para intervenir, en términos de supervisión, mientras que en otras cuestiones por el hecho de encontrarse el interno 
en un centro penitenciario ubicado en nuestra Comunidad Autónoma -ya sea con carácter definitivo o transitorio- 
genera que sus derechos puedan hacerse valer ante la Administración autonómica, y por tanto susceptibles de 
nuestra intervención como Defensor del Pueblo andaluz.

Así, nuestras intervenciones por un lado se centran en propiciar o incentivar respuestas que los internos o 
sus familiares demandan de la administración penitenciaria en múltiples cuestiones que afectan a su régimen 
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penitenciario (clasificación, traslados, permisos …), pudiendo citar como representativo de este grupo la queja 17/6181 
donde la esposa de un interno solicita el traslado de su marido a un centro penitenciario más cercano al domicilio 
familiar ante la imposibilidad de poder visitarlo, la queja 18/0182 en la que el interno solicita un permiso para poder 
visitar a su abuela, o el expediente de queja 18/7070 donde el interno manifiesta no haber salido al patio en 36 
horas por una huelga de funcionarios de prisiones.

En todas estas cuestiones, que suponen un elevado número de quejas, desde esta Defensoría procuramos atender 
las peticiones de los interesados canalizando su tramitación y, a su vez, ofreciendo criterios de orientación y 
asesoramiento gracias a la colaboración del Secretaría General de Instituciones Penitenciarias.

Un segundo aspecto de nuestras actuaciones surgen de las peticiones o iniciativas de estas personas que se 
encuentran internas en centros penitenciarios, y donde esta especial circunstancia de encontrarse privado de 
libertad condicionan de manera evidente el ejercicio de alguno de sus derechos. El papel que acomete el Defensor 
en estos casos viene presidido por la perfecta titularidad de los derechos que ostenta una persona interna 
en prisión, más allá de la circunstancia que sin duda dificulta o condiciona determinadas iniciativas, pero que, en 
modo alguno, puede llegar a limitarlas o, sencillamente, a perder su efectivo acceso o disfrute. En este elenco de 
situaciones destacamos el derecho a la salud y el acceso efectivo a sus prestaciones sociales por parte de internos 
en prisión, aspectos que destaremos de forma más profusa a continuación.

En otro orden de cuestiones, esta Institución mantiene y continua colaborando de forma activa con el Defensor 
del Pueblo estatal en el marco del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNPT), mediante la 
realización de visitas conjuntas de ambas Defensorías -Estatal y Autonómica-, a los diferentes centros penitenciarios 
de nuestra Comunidad Autónoma, habiéndose visitado en el pasado curso el centro penitenciario de Córdoba 
queja 18/1446.	

En estas visitas tras explicar el sentido de la misma y su duración, se realiza la petición de diversa documentación 
y listados para realizar las comprobaciones objeto de análisis, siendo preguntados los responsables de los centros 
sobre diferentes cuestiones de organización, como la distribución de los internos por módulos, incidencias 
destacables, situación del Programa de Atención Integral al Enfermo Mental (Paiem), sistema de video-vigilancias, o 
el programa de seguimiento y de prevención que se realiza a los internos FIES (fichero de internos de especial 
seguimiento), manteniéndose entrevistas personales con los internos del módulo de aislamiento con objeto de 
conocer mediante un cuestionario test analizar su situación penitenciaria y la asistencia médico-psiquiátrica que 
reciben.

En esta ocasión, el Defensor del Pueblo andaluz trató cuestiones 
que estaban siendo tramitadas sobre expedientes de quejas que 
tenían que ver con dicho centro penitenciario, y realizó labores de 
seguimiento sobre diversas cuestiones que implicaban actuaciones 
previas de la Institución también relacionadas con el Centro como son: 
el Servicio de Asistencia y Orientación Jurídico Penitenciaria (SOAJP), 
el cobro de Pensiones No Contributivas, la asistencia sanitaria y la 
organización de los estudios de Bachillerato por internos del Centro.

Para incorporar tales intervenciones, fueron incoadas varias actuaciones de oficio. Así la educación ha motivado 
una actividad preeminente de esta institución del Defensor del Pueblo andaluz para garantizar el acceso efectivo en 
igualdad y equidad al derecho a la educación perfectamente entroncado con las propias competencias autonómicas 
sobre la materia queja 18/1727. Tuvimos la oportunidad de conocer la organización de actividades educativas 
en el módulo 15 (régimen cerrado), donde las sesiones ofertadas para los internos se hacen depender de su particular 
régimen penitenciario con singulares medidas de seguridad. Ello condiciona las instalaciones y los espacios en los 
que se desarrollan las sesiones que imparte el profesorado, ya que la disposición de un espacio caracterizado 
como aula es importante para significar la propia entidad de esta actividad e incluso para la dignificación y rango 
que debe ostentar en el conjunto de actividades que se producen en el centro. A tal efecto fuimos informados de 
que “las actividades educativas deben compatibilizarse con las necesarias medidas y controles de seguridad a la 

“Velamos por los 
derechos de las 

personas internas 
en prisión”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-las-condiciones-de-un-aulario-en-un-centro-penitenciario
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vista de la peligrosidad extrema de los internos, con el fin de garantizar y proteger, no solo la seguridad del resto de 
internos allí ubicados, sino también del personal penitenciario y personal no penitenciario como los profesionales 
de la Consejería de Educación. En este departamento se dispone de un aula -sala n° 2- y un locutorio profesional, 
empleándose una dependencia u otra a criterio del profesional educativo. Por su parte, los internos matriculados, son 
tutorizados individualmente por un maestro, una vez a la semana”.

De la misma forma, tuvimos la oportunidad de conocer la organización de programas de apoyo y refuerzos para 
los estudios de acceso a la universidad, así como de las peticiones a este respecto de un interno del módulo 
15, que había expresado sus demandas para obtener estas actividades educativas. Iniciada actuación de oficio 
queja 18/1726, se nos comunicó que “El interno de referencia solicitó y se matriculó en el curso de acceso 
directo a la universidad para mayores de 25 años del año 2017/2018, siendo sus resultados académicos en las cuatro 
asignaturas realizadas, que le han sido notificados, es de tres aprobados y un no apto”.

En el ámbito de la salud, se debe igualmente garantizar el acceso efectivo en igualdad y equidad al derecho 
a la protección de la salud de los pacientes internos en prisión, y así tuvimos conocimiento en el curso de nuestra 
visita de la organización de consultas de especialidades médicas que se desarrollan en el propio Centro Penitenciario 
de Córdoba. Siendo conocedores de la implicación de la dirección y profesionales del centro hospitalario de 
referencia, Hospital Reina Sofía de Córdoba, para hacer posible la organización de estos servicios, no nos caben 
dudas de que estas medidas implican un ejercicio de coordinación y servicio que resultan extraordinariamente 
útiles para facilitar el acceso de estos pacientes, evitando costosos traslados y complicando su realización.

Por ello, nuestra actuación de oficio queja 18/1547 fue consecuencia de la significativa mejora que supondría 
añadir la consulta de traumatología y triage al tratarse de ámbitos muy demandados debido a las actividades y a 
la singularidad de la población destinataria de estas especialidades. Y así, se ha dictado Resolución que contiene 
la Sugerencia de que se promueva el estudio y organización de consultas de traumatología y triage en el Centro 
Penitenciario de Córdoba con los respectivos servicios de dirección médica, a través de los acuerdos o fórmulas 
que se negocien a fin de avanzar en la garantía y eficacia de la asistencia médica especializada para los usuarios del 
Servicio Sanitario Público de Andalucía internos en ese Centro. Cerrando el presente Informe Anual, hemos recibido 
como respuesta del centro hospitalario, comunicando que desde el 22 de enero se encuentra en funcionamiento 
en el propio centro la consulta para los pacientes afectados de patología músculo-esquelética y traumatológica.

Otra cuestión sobre la que tuvimos conocimiento fue la reciente instalación del sistema diraya para la gestión 
de los datos sanitarios e historias clínicas de los usuarios del Sistema Sanitaria Público de Andalucía (SSPA) en el 
propio Centro Penitenciario de Córdoba. Sin duda, a la vista de los resultados obtenidos, la puesta en servicio de 
este recurso de gestión informática implica un avance muy destacable en la disposición coordinada de la asistencia 
sanitaria penitenciaria, cuestión sobre la que ya esta Institución, con motivo del Informe Especial sobre Unidades 
de Custodia Hospitalarias (2015), tuvo la oportunidad de estudiar sus ventajas para su incorporación a los recursos 
y profesionales ubicados en los centros penitenciarios.

Con objeto de conocer con mayor detalle y extensión la puesta a disposición del sistema diraya para el 
conjunto de centros hospitalarios ubicados en Andalucía y las valoraciones obtenidas, en su caso, sobre su 
manejo y resultados, procedimos a iniciar nueva actuación de oficio queja 18/1557. El sistema penitenciario 
prevé la creación de una historia clínica por cada persona interna que le acompaña junto a su expediente a lo largo 
de su trayectoria penitenciaria, que si bien es imprescindible en el conjunto del complejo sistema penitenciario, la 
situación es distinta en cuanto a la presencia de este paciente en el SSPA., ya que el diraya, como soporte informático 
de la gestión del SSPA integra toda la información del paciente, facilita los servicios y prestaciones del sistema 
(consultas, diagnósticos, tratamientos farmacológicos) y así logra todo un elenco de información debidamente 
estructurada. Pero el sistema penitenciario no está integrado en diraya, y tan solo nos han relatado algún ensayo de 
acceso al diraya limitado e insatisfactorio como hemos visto en el caso del Centro Penitenciario de Córdoba que, 
aún a pesar de sus limitaciones, supone un innegable avance en los modelos de asistencia y coordinación con los 
servicios de especialidades asumidos por el SAS. Así, “el perfil de acceso es exclusivamente para consultar la historia 
clínica de un paciente determinado: en ningún caso, pueden escribir o modificar datos de la historia del paciente”.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-las-medidas-educativas-de-apoyo-para-el-acceso-de-un-preso-a-la-universidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-mas-consultas-de-especialidades-medicas-en-el-centro-penitenciario-de-cordoba
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-la-implantacion-del-sistema-dyara-en-los-centros-penitenciarios-andaluces
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Pero, lamentablemente, la continuidad de estas medidas con evidentes resultados positivos y de mejora, se 
hace depender de la renovación de los convenios entre el SAS y la SGIP que decayeron en 2013, por lo que tales 
instrumentos de acuerdo interinstitucional no deben permanecer suspendidos, necesitando un mutuo impulso para 
recuperar los ámbitos de trabajo compartido entre ambas Administraciones en una materia en la que están en juego 
aspectos esenciales de los derechos constitucionales afectados. Por lo tanto, entendemos que la superación de esta 
desconexión informática entre los sistemas penitenciario y sanitario en la mayoría de Centros Penitenciarios en 
Andalucía es un importante reto al que nos enfrentamos para homologar la protección de la salud en las prisiones. 
Ciertamente es un déficit muy severo que debe ser corregido con absoluta prioridad.

Pero también, y en coherencia con la posición expresada por esta Institución del Defensor del Pueblo andaluz en 
el ya referido Informe Especial sobre Las unidades de custodia hospitalaria, queda por 
abordar el principal origen de estas deficiencias, que es el propio modelo organizativo. Una ineficiente dualidad 
de atención sanitaria concebida en dos escenarios dependientes de Administraciones diferentes —la prisión y los 
hospitales— que ha mostrado el agotamiento de su modelo. Creemos que es el momento de decisiones que implican 
al conjunto del sistema sanitario público que debe asumir la integralidad y universalidad que lo caracteriza.

Todo ello, nos llevó a realizar sendas Sugerencias con el objeto de que, primero se promueva el acceso del sistema 
DIRAYA con los respectivos servicios médicos de los Centros Penitenciarios en Andalucía, a través de los acuerdos 
o fórmulas de convenio que se negocien y comprometan entre el Ministerio del Interior y la Junta de Andalucía; y 
segundo para que, más allá de que se formalicen dichos convenios, se promueva los procesos técnicos de traspaso 
de los medios personales y materiales de la asistencia sanitaria penitenciaria al sistema sanitario público de 
Andalucía, conforme establece la Disposición Adicional sexta de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión 
y calidad del Sistema Nacional de Salud y en los términos fijados en el Informe Especial sobre Las unidades de 
custodia hospitalaria: la asistencia sanitaria especializada para las personas internas en las prisiones de Andalucía.

A tal efecto, se nos ha trasladado que ya han comenzado los contactos entre la Consejería de Salud y el 
Ministerio del Interior con el fin de promover un posible acuerdo para el restablecimiento las relaciones entre 
ambas Administraciones.

Al respecto de los derechos sociales de los internos, debemos destacar las numerosos expedientes de queja iniciados 
a instancias de los internos en relación a las demoras producidas en la valoración de sus discapacidades, que 
si bien dicha demora la padece toda la población pero, en el caso de la población reclusa, se ve agravada al tener que 
esperar a que el Equipo de Valoración se desplace a su centro penitenciario una vez acumulado determinado número 
de solicitudes. Así los expedientes de queja 18/2508 y queja 18/5967 ante la Delegación Territorial de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales de Sevilla, el expediente de queja 18/3870 ante la Delegación Territorial de Cadiz, el expediente de 
queja 18/6154 ante la Delegación Territorial de Córdoba, el expediente de queja 18/5335 ante la Delegación Territorial 
de Jaén o el expediente de queja 18/6397 ante la Delegación Territorial de Málaga, todos ellos con más de seis meses 
de demora para la primera cita -en estos casos desplazamiento de los Equipos de Valoración a los diferentes centros 
penitenciarios-, salvo el último expediente referido cuya demora supera ya los 18 meses.

En el caso de que esta valoración de la discapacidad del interno supere el 65% puede tener derecho a percibir una 
prestación no contributiva, cuestión a la que ya hicimos mención en el anterior Informe Anual por los problemas 
que se venían plantando en la gestión de estos expedientes tras un traslado de centro penitenciario de los internos, 
ya que provocaba una falta de continuidad en la percepción de estas prestaciones que tienen reconocidas. Por ello, 
iniciamos una actuación de oficio queja 17/5222 ante la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, para que 
nos informe sobre diferentes extremos.

Las prestaciones no contributivas o asistenciales constituyen un mecanismo de protección de las personas 
necesitadas, para cuya percepción no se precisa la existencia de un periodo previo de cotización, ya que su finalidad 
es atender situaciones de necesidad ante la falta de unos ingresos mínimos. Atribuida su tramitación al Instituto de 
Mayores y Servicios Sociales IMSERSO, podrán ser gestionadas, en su caso por las Comunidades Autónomas, siendo 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía competencia de la Dirección General de Personas Mayores 
y Pensiones no contributivas.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-unidades-de-custodia-hospitalarias-la-asistencia-sanitaria-especializada-para-las-personas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-ante-la-demora-en-la-percepcion-de-la-pension-no-contributiva-tras-el-traslado-de
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La normativa estatal no recoge actuaciones específicas para los supuestos de personas reclusas solicitantes y/o beneficiarias 
de pensiones no contributivas, siguiéndose, por tanto, en estos casos, el procedimiento establecido de forma general 
para cada caso, por lo que vendrán obligados a comunicar, en el plazo máximo de treinta días desde la fecha en que se 
produzca, cualquier variación de su situación de convivencia, estado civil, residencia, recursos económicos propios o ajenos 
computables por razón de convivencia, y cuantas puedan tener incidencia en la conservación o en la cuantía de aquélla.

En relación al dato de “persona reclusa” se nos indicaba que “al no ser un dato declarable o necesario en cuanto a la 
determinación del derecho a la pensión, y en consonancia con lo establecido en la Ley 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, las personas solicitantes/beneficiarias no están obligadas a informar del 
hecho de encontrarse en prisión… dado que no existe ningún dato requerible al respecto y se trata de un dato sensible, 
cuya consignación específica podría suponer una vulneración de los derechos de las personas solicitantes/beneficiarias, 
no existe en el sistema de gestión de pensiones no contributivas ningún identificador específico de la circunstancia 
de hallarse en prisión”.

Entendemos que el hecho de que la persona solicitante se encuentre en prisión, o que se produzca su ingreso 
cuando adquiere la condición de beneficiario de esta prestación, sí es dato que, al menos en ámbito de la gestión, 
debe ser tenido en cuenta al menos para indicar en la solicitud el domicilio de forma correcta así como la “Unidad 
Económica de Convivencia” que puede quedar alterada.

Por lo tanto, a pesar de ser un dato sensible, y que atrae la especial protección y deber de reserva, entendemos que 
sí existe la obligación por parte del solicitante/beneficiario de comunicar tal circunstancia, y por parte de la 
administración de tratar y gestionar dicha información, sin que ello suponga una vulneración de la Ley 15/1999, y 
ello de la misma forma en que la petición de datos que adquieren una especial relevancia en cuanto a su protección 
se proclama también en otros ejemplos (discapacidad, patologías, etc) que quedan registrados y merecedores de las 
cumplidas garantías en cuanto a su custodia.

A colación de tal circunstancia, procede realizar una somera referencia 
a expedientes de queja que muestran la naturaleza del problema. Así en 
la queja 17/3951, en relación al domicilio o residencia del interno, 
el interno manifiesta tener reconocida una minusvalía del 65% pero que 
desconoce los motivos por los que desde hace cuatro años no percibe su 
pensión no contributiva de invalidez. En el informe recibido se nos indica por 
la Delegación Territorial que tras iniciarse una revisión de oficio, y ser valorado 
en el propio centro penitenciario, la resolución de extinción de la pensión no 
contributiva le fue notificada al interno en el domicilio señalado en la solicitud, 
constando acuse de recibo firmado por su anciana madre, lo que conllevo el 
desconocimiento por parte del interno y el que decayera su derecho a recurrir.

Y por otro lado, el expediente de queja 17/4829 donde existe una demora añadida a consecuencia de los sucesivas 
traslados de centros penitenciarios, ya que el interno fue trasladado del centro penitenciario de Castellón al centro 
penitenciario de Puerto I, donde en Octubre de 2016 se le empezó a gestionar la solicitud de valoración de su 
discapacidad como paso previo para obtener una pensión no contributiva. En enero de 2017 tras sufrir un infarto 
es trasladado al centro penitenciario de Sevilla II, donde se le informa que se vuelven a iniciar los tramites de su 
solicitud, de la que a finales de Agosto de 2017 aún no tiene respuesta. Solicitado informe a la Secretaria General de 
Instituciones Penitenciarias, se nos comunica en enero de 2018 que el interno ha sido trasladado al centro penitenciario 
de Alicante II, donde se le esta gestionando el reconocimiento de su discapacidad, estando la tramitación a la espera 
de la contestación del Centro de Valoración y Orientación de Sevilla. Por último, al comunicar tal extremo al Centro 
de Valoración en Sevilla, volvemos a tenor conocimiento de que ha vuelto a ser trasladado, esta vez a Zaragoza.

Como vemos, estos traslados forman parte de una práctica muy habitual en el proceso penitenciario y son 
producidos por diversas motivaciones (a petición del interesado, distribución de la ocupación de los centros, 
decisiones disciplinarias, etc.); en muchas ocasiones, se producen sin la disponibilidad del interno de un plazo 
mínimo para realizar algunas gestiones de su interés. Por lo tanto, en relación a las personas que tienen reconocido 
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el derecho a esta prestación y se encuentran reclusas en un centro penitenciario, se plantea un problema en la 
gestión, en tanto en cuanto se realiza un traslado de centro que provoca un cambio de residencia, y no de forma 
voluntaria, que en ocasiones se ve agravada cuando el traslado se produce entre distintas Comunidades Autónomas.

En otro orden de cuestiones, pero también referidas a la defensa de los derechos e intereses de la población 
reclusa, venimos mostrando un especial seguimiento ante el problema que subyace en una importe presentación 
de quejas a cargo de personas internas en prisión, de sus familiares o de entidades sociales comprometidas con la 
promoción de los derechos de este colectivo, que aducen la escasa tutela jurídica que disponen y que antes era 
atendida gracias a los servicios que se prestaban desde el denominado Servicio de Orientación y Asistencia Jurídico 
Penitenciaria soajp. A través de la queja 18/5733 volvemos a tomar conocimiento -por los medios de comunicación- 
de trabajos de discusión para la elaboración de un nuevo convenio que tendría vigencia a partir de 2019.

En todo caso, y más allá de la exactitud de las noticias aparecidas, esta Institución asume la preocupación de los equipos 
especializados de los respectivos Colegios de Abogados de Andalucía por la limitada cuantía económica de dichos 
convenios que influyen negativamente en la extensión e intensidad de los servicios prestados, finalmente, a la población 
reclusa. Del mismo modo, resulta crucial una agilización de los trámites de estos acuerdos celebrados entre la Secretaría 
General de Instituciones Penitenciarias (SGIP), la Consejería de Justicia e Interior y los propios Colegios de Abogados, a 
través del Consejo Andaluz de la Abogacía. De ahí que pretendamos velar muy especialmente por el impacto que tal 
retraso pudiera acarrear en las personas que aguardan la prestación de estos servicios desde hace años.

También tuvo repercusión en el ámbito penitenciario la publicación del Decreto de la Presidenta 8/2018, de 8 de 
Octubre, de disolución del Parlamento de Andalucía y de convocatoria de elecciones, que debía perseguir finalmente 
que todas las personas mayores de edad que reúnan la condición política de andaluces, y que no estén comprendidas en 
los supuestos legales de exclusión, puedan manifestarse electoralmente y ejercer con plenitud sus derechos 
de participación política. Lógicamente, esto incluye a la población reclusa que no este privada del derecho de 
sufragio, población que por otro lado tienen el impedimento del normal acceso a los colegios y sedes electorales, por 
lo que se deben disponer de las medidas que permitan el ejercicio del derecho de sufragio activo.

Para ello, la Junta Electoral Central en sus pronunciamientos ha determinado que el ejercicio al voto en estos 
supuestos se debe realizar de manera análoga al ejercicio de voto por correo, lo que implica determinadas medidas 
de inter-relación de diversas administraciones y entidades, que exige una eficaz colaboración. Y es precisamente en 
este punto donde hemos conocido diversos casos de personas internas en prisión que, por diferentes circunstancias, 
no pudieron ejercer su derecho al voto por problemas debidos a una mejorable previsión y anticipación de gestiones 
que están formalmente previstas.

Ya con ocasión de la anterior convocatoria electoral autonómica, decidimos iniciar de oficio la queja 15/0856, 
que motivó una Sugerencia del Defensor del Pueblo andaluz dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, responsable 
de la administración electoral autonómica, que fue asumida con la intención de implementar medidas al respecto.

Pues bien, con motivo de la pasada cita electoral convocada por Decreto de la Presidenta 8/2018 ya citado, 
procedía anticipar las medidas que se anunciaban en su día y que, en esos momentos, adquirían una innegable 
relevancia en cuanto a su aplicación práctica. Citamos expresamente el anuncio de realizar “el estudio de los cauces 
formativos e informativos del proceso electoral en los centros penitenciarios”, así como la aplicación práctica del 
Convenio de colaboración con el Ministerio del Interior en materia electoral.

En el cierre del presente Informe Anual hemos recibido por parte de la Consejería de Justicia e Interior la siguiente 
información:

“Se ha verificado a través de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos SA. que desde la publicación en el BOJA 
del Decreto de convocatoria de las elecciones al Parlamento Andaluz, los centros penitenciarios trasladaban las 
instrucciones para demandar formularios de solicitud del voto por correo y disponían de la documentación necesaria 
para el proceso, de conformidad con el protocolo de actuación que se lleva a cabo en todo proceso electoral, entre 
la citada Sociedad y los centros penitenciarios.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/indagamos-las-medidas-para-facilitar-el-ejercicio-del-derecho-a-voto-de-los-presos
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La Junta de Andalucia, como órgano convocante, tiene la obligación de poner a disposición de toda la ciudadanía el 
proceso de voto por correo que determina la loreg, y en esos términos ha participado en la tarea administrativa de 
comprobación de que los centros penitenciarios dispusieran de los medios suficientes para que la población reclusa 
ejercitase el derecho de sufragio (…) Esta Consejería ha comprobado que todas las solicitudes efectuadas por los 
distintos centros penitenciarios han sido validadas y formalizadas a través de las Oficinas de Correos provinciales, 
y se ha trasladado la documentación para votar por las Oficinas del Censo Electoral situadas en las capitales de 
provincias, por lo que se considera que las «personas potencialmente electoras» han podido ejercitar su derecho 
conforme a la legislación vigente(...) Respecto a las actividades o sesiones de trabajo en la Comisión de Seguimiento 
del Convenio de Colaboración con le Ministerio del Interior en materia de gestión electoral, debemos informar que 
sobre este particular no ha sido posible avanzar en coordinar nuevos protocolos porque dicha comisión no ha sido 
convocada desde el año 2015”.

Por ello, y con la finalidad de contribuir al mejor desarrollo de este derecho fundamental del ejercicio del derecho 
de voto a cargo de la población reclusa, realizaremos un seguimiento de la adopción de estas medidas en los 
futuros procesos electorales que se avecinan, interesándonos especialmente por la reactivación de los trabajos 
de la Comisión de Seguimiento del convenio de colaboración.

Finalmente, tal y como ha ocurrido en años precedentes, ha ocupado una especial atención los aspectos que 
inciden en las instalaciones y que afectan de manera primaria a las condiciones elementales de dignidad y respeto 
a las personas que se encuentran privadas de libertad, como pueden ser las condiciones de los espacios y 
habitáculos donde se llevan a cabo las comunicaciones y convivencia con menores en los centros 
penitenciarios queja 18/2880 o la falta de un centro de inserción social en las provincias de Almería y 
Jaén queja 18/4517.

Sobre el primer particular, esta Institución del Defensor del Pueblo andaluz tuvo conocimiento, a través de diferentes 
expedientes de queja de las posibles diferencias existentes entre algunos de los centros penitenciarios ubicados en 
Andalucía en relación a las condiciones de los espacios y habitáculos donde se desarrollan las comunicaciones 
intimas, familiares y de convivencia de los internos en los centros penitenciarios con sus hijos menores.

Así, con ocasión de la tramitación del expediente de queja 18/0449, donde nos interesábamos por el cierre del 
parque infantil del centro penitenciario de Huelva, se nos informaba lo siguiente: “... según la normativa penitenciaria 
«Las comunicaciones de convivencia se celebrarán en locales apropiados y debidamente acondicionados», «En los 
establecimientos que no dispongan de tales locales podrán utilizarse otras dependencias con las debidas medidas de 
seguridad». En el caso que nos ocupa, se utilizan las mismas dependencias que para las comunicaciones familiares. Al 
objeto de favorecer la interacción padres/hijos y dotar al encuentro de un carácter más humano, los internos tienen 
la posibilidad de introducir en estas juegos de mesa u otros objetos lúdicos, tales como material de dibujo, adquiridos 
a su costa en los economatos o a través del servicio de demandadero”.

Toda vez que esta Institución del Defensor del Pueblo andaluz tiene también el carácter y la condición de 
Defensor del Menor, sus actuaciones están especialmente orientadas a desarrollar sus funciones velando por los 
derechos singulares de la población menor y promoviendo el eficaz respeto al principio de velar por su interés 
superior. Por ello, a la hora de estudiar el presente asunto, y conocedores de la atención que la Secretaría General 
de Instituciones Penitenciarias, presta a las peculiares situaciones que se generan cuando están presentes en las 
instalaciones penitenciarias menores que acompañan a sus familiares, estimo oportuno tomar mayor conocimiento 
de la situación en el seno de la una actuación de oficio queja 18/2880 con objeto de conocer los criterios 
o pautas establecidas en relación con la presencia y acceso de menores a las instalaciones, descripción de las 
diferentes dependencia existentes en los centros penitenciarios radicados en Andalucía donde los internos realizan 
las comunicaciones familiares en general y contactos con sus hijos menores en particular, o la existencia o no de 
parques infantiles en cada uno de los centros.

Sobre este particular, los establecimientos penitenciarios deberán contar, entre el conjunto de sus dependencias, 
con salas anejas de relaciones familiares que, para el concreto caso de los menores que no superen los diez años 
y no convivan con la madre en el centro, quedará establecido reglamentariamente un régimen específico de 
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visitas; y respecto a la habitabilidad, velará la administración para que en la distribución de los espacios y en la 
ornamentación de los edificios se cumplan los criterios generales de habitabilidad y comodidad, debiendo 
disponer todos los establecimientos penitenciarios de locales especialmente adecuados para las visitas de 
familiares o allegados.

Por parte de la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción 
Social se ha procedido a analizar las consideraciones de nuestro 
escrito en relación a los diferentes centros penitenciarios de 
Andalucía constatándose que, a tenor de la diferente idiosincrasia 
arquitectónica, naturaleza del centro penitenciario y destino de 
los internos, la situación varía, si bien se va a proceder a establecer 
unas pautas comunes para la celebración de las antedichas 
comunicaciones a todos los centros penitenciarios de forma 
motivada:

1.	 Las comunicaciones familiares a celebrar en el centro penitenciario se llevarán a cabo en lugar adecuado para 
que los familiares, y en particular con hijos menores a su cargo, puedan acceder a la sala de comunicaciones 
en condiciones de comodidad.

2.	 Dichas salas de comunicaciones contarán con los principios de habitabilidad exigidos por la legislación 
penitenciaria; a tal fin serán decoradas y contarán con la ornamentación suficiente que haga del lugar 
un espacio adecuado para la convivencia familiar en condiciones idénticas a cualquier espacio en libertad, 
siempre que las condiciones de seguridad lo aconsejen.

3.	 La sala de comunicaciones contará con espacio adecuado para ludoteca de los menores, enseres y juguetes 
adecuados para el desarrollo de juegos con los menores en el Centro, asimismo contará con aseo y 
artículos de higiene necesarios.

4.	 Se autorizará que los internos puedan adquirir bienes del economato del Centro a fin de poder ser consumidos 
durante la celebración de la convivencia familiar.

5.	 En la medida de lo posible se instalarán parques infantiles en dependencias anexas a la sala de 
comunicaciones -internas o externas- que garanticen un espacio de convivencia con los menores durante la 
comunicación.

Por último, aunque no de menor importancia ya que coincide con la fase final de cumplimiento de las penas 
impuestas, debemos reseñar las diferencias existentes entre las distintas provincias de nuestra Comunidad Autónoma 
en relación a los Centros de Inserción Social (CIS), destinados a internos que cumplen su pena en régimen abierto o 
que se encuentran en un proceso avanzado de reinserción, que están en situación de libertad condicional o cumplen 
medidas alternativas a la pena como trabajo en beneficio de la comunidad.

Por lo tanto, ya que estos establecimientos vienen a contribuir al cumplimiento del mandato constitucional 
que establece la orientación de las penas privativas de libertad hacia la reeducación y reinserción social, estando 
orientados a facilitar la inserción social y familiar de los internos, y favoreciendo sus vínculos sociales, nos parece 
necesario disponer de un sistema ordenado y territorial de estos CIS, entendiendo como imprescindible 
la existencia de la menos un centro por provincia, que permita que los internos puedan concluir dicho proceso 
de reeducación y reinseción en el ámbito social y familiar más cercano, cosa que difícilmente se produciría si un 
interno de Jaén o Almería debe ingresar en un CIS de otra provincia.

Tras haber tenido la oportunidad de intervenir en varios casos en los que se planteaba la ausencia de estos CIS 
en estas provincias, lo que dificultaba el tratamiento penitenciario de los internos implicados, consideramos 
oportuno desde esta Institución conocer la viabilidad de la creación en las provincias de Almería y Jaén de los 
correspondientes CIS, únicas provincias andaluzas que aún no disponen de dichos centros.

“Mejoras de los 
espacios de visitas 
de los familiares 

y presos”
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La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias procedió a darnos traslado de la siguiente información:

“Esta Administración comparte el interés de esa Institución y por ello, entre sus objetivos está el potenciar el 
cumplimiento de condena en régimen abierto o de semilibertad.

En relación a la cuestión concreta planteada he de señalarle que la construcción del centro de inserción social en la 
provincia de Almería está terminada y se encuentra a falta de cambio de titularidad de los contratos de suministro 
de electricidad, agua y gas (de siepsa a esta Secretaría General).

Sin embargo, en la provincia de Jaén no está previsto, por el momento, la construcción de un centro de inserción 
social y por tanto no está incluido en el vigente Plan de Amortización y Creación de Establecimientos Penitenciarios 
-PACEP- aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de fecha 5/07/2013”.

Tras nuestra satisfacción por el anuncio de la inminente apertura del CIS de Almería, que completará la 
implantación de estos esenciales recursos penitenciarios para los procesos de reintegración social de las 
personas internas próximas a adquirir la libertad, entendemos que a tenor del tiempo transcurrido desde la 
aprobación del pacep (2013) sería conveniente realizar una revisión del mismo que contemple la construcción 
del CIS de Jaén.

1.8.2.5 Política Interior
Dentro de este epígrafe, bajo la denominación genérica de Política Interior, incluimos el relato de quejas y 

actuaciones que versan sobre aspectos que atañen a la seguridad ciudadana, servicios de Policía local, actuaciones 
de miembros de las fuerzas de seguridad y emergencias, los aspectos de protección civil, junto a temas de régimen 
electoral.

Dentro de los aspectos de seguridad ciudadana reseñamos varias quejas que suelen estar promovidas por 
colectivos o entidades vecinales que reclaman respuestas para dotar a sus entornos urbanos de unas 
condiciones de seguridad y convivencia. Citamos así la queja 17/4803 planteando esta materia en zonas de 
Bailén; queja 18/1141 sobre robos en urbanizaciones de Carmona; queja 18/6874 sobre inseguridad en la barriada 
cordobesa de Las Margaritas, o la queja 18/3835, sobre la seguridad en la zona de Torre Guadiaro en el Campo de 
Gibraltar; la queja 18/5120 relativa a inseguridad y robos en el barrio de Los Pajaritos en Sevilla; la queja 17/4403 
presentada por una Plataforma de vecinos de Pinos Puente y la 18/5387, sobre inseguridad en determinadas zonas 
de Alcalá de Guadaira. Normalmente, procuramos agilizar los mecanismos de diálogo ciudadano y de respuesta 
ante las autoridades municipales, o incluso estatales, para propiciar trabajos coordinados a través de las Juntas 
Locales de Seguridad, que permitan acoger en su seno todas las medidas de colaboración que exigen estos asuntos 
tan complejos.

En relación con aspectos concretos que afectan a los servicios prestados por las Policías Locales de Andalucía, 
citamos algunas actuaciones. En la queja 17/3907 sobre escasez de medios para el servicio policial en 
Gójar. El Ayuntamiento de la localidad granadina relataba sus dificultades de recursos: “Que en el mes de julio, 
había un policía local de baja, quedando solo cuatro agentes para cubrir todos los turnos de la semana. Que por falta 
de agentes, se cubrieron las tardes noches y dejar las mañanas libres ya que las tardes noches son más peligrosas y 
cuando más requerimientos existen en el municipio en verano. Que a finales del mes de julio se incorporó un agente 
que estaba de baja quedando restablecido los servicios ordinarios. Que aunque no exista una patrulla en el turno de 
mañana existe el servicio de la Guardia Civil número 062, las 24 horas y si es tema administrativo o de competencia 
municipal se puede acudir vía telemáticamente tanto al sistema de gestión del propio Ayuntamiento o llamando al 
propio Ayuntamiento y dejando nota y teléfono a los funcionarios de este Ayuntamiento, para que den traslado a la 
policía para atender el requerimiento en el servicio de la tarde o en el mismo número de teléfono de la policía por 
medio del sistema de comunicación Whatsapp y ser atendido a la mayor brevedad posible”.

Confiamos en que la explicación dada y los criterios de ordenación de los servicios de la Policía Local redunden en 
una mejora en la atención y respuesta a las demandas de la ciudadanía.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-explican-los-servicios-de-la-policia-local-de-gojar-tras-la-denuncia-por-estar-operativa-solo

	1.8.2.4 Prisiones 

